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Resumen 
La violencia en contra de la mujer es uno de los problemas coyunturales más importantes que 
se presentan en el Estado Colombiano. Precisamente debido a lo anterior, se han acogido y 
ratificado diversos instrumentos internacionales para prevenir y erradicarla de la sociedad, 
de igual manera se han proferido diversas normas en el ordenamiento jurídico interno 
orientadas al mismo objetivo.  
Uno de estos instrumentos normativos es el reconocimiento del feminicidio como tipo penal 
autónomo, por ello el presente artículo describe el comportamiento de las cifras de violencia 
en contra de la mujer y feminicidios desde el año 2017 hasta el año 2020 conforme se ha 
imputado esta conducta punible y se han proferido fallos condenatorios por este. 
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Abstract 
Violence against women is one of the most important problems of the Colombian State. 
Precisely because of the above, several international instruments have been ratified and 
ratified to prevent and eradicate it from society, as well as several rules have been issued in 
the domestic legal system aimed at the same objective.  
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One of these normative instruments is the recognition of femicide as an autonomous criminal 
type, therefore this article describes the behavior of the figures of violence against women 
and femicides from 2017 to 2020 as this punishable conduct has been charged and 
convictions have been issued for this. 
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Introducción  
Los casos de violencia en contra de la mujer que se presentan en Colombia día a día 
evidencian una problemática compleja que se revela concretamente en el aumento de casos 
de lesiones y homicidios en contra de mujeres de todas las edades a lo largo del territorio 
nacional.  
Este tipo de situaciones ha fomentado la necesidad de políticas públicas que busca eliminar 
y prevenir los hechos de violencia en contra de la mujer. En ese sentido, se han tomado una 
serie de acciones que buscar fomentar en los ciudadanos la denuncia de este tipo de hechos, 
e incluso se han realizado cambios importantes a nivel punitivo que endurecen las penas 
frente a la violencia contra la mujer, lo que se materializo en la creación del delito autónomo 
de feminicidio, con el fin de prevenir estos actos.  
Por ello resulta relevante analizar, si estas acciones estatales en materia punitiva se han 
convertido en un elemento de prevención para estos casos, a partir de las cifras de casos de 
violencia y homicidio en contra de la mujer, se considera entonces que en términos de 
pertinencia social, este análisis hace un aporte a la sociedad en la medida que desarrolla un 
ejercicio comparativo que permite identificar las falencias de las políticas públicas del Estado 
colombiano para la eliminación y la violencia de género en Colombia. 
En consecuencia, como pregunta de investigación se ha planteado la siguiente: ¿La creación 
del tipo penal autónomo de feminicidio en Colombia ha contribuido a la disminución de casos 
de violencia en contra de la mujer en el periodo 2017 -2020?, la cual persigue como objetivo 
principal el identificar si la creación del tipo penal de feminicidio ha sido un instrumento 
eficiente para disminuir los homicidios y hechos de violencia en contra de la mujer en 
Colombia en el periodo 2017 – 2020. 
Para llegar a ese objetivo general, se plantean 3 apartados en el marco de la investigación, el 
primero de ellos a saber tiene busca describir los antecedentes de la creación del tipo penal 
autónomo de feminicidio en Colombia, el segundo apartado se centra en analizar las cifras 
de violencia en contra de la mujer y feminicidios ocurridos en Colombia en los periodos 
2017-2020, y por último el apartado final se concentra en comparar las cifras de homicidios 
de mujeres presentados antes y después de la creación del tipo penal autónomo de 
feminicidio. 
Metodología 
La presente investigación es un desarrollo socio jurídico, con un enfoque funcionalista que 
se detiene a analizar la incidencia de la creación de un tipo penal autónomo como el 
feminicidio en la disminución de cifras de hechos violentos en contra de las mujeres, este 
proyecto está realizado a través de estudios y análisis de texto que se desarrolla a través de 
una técnica hermenéutica doctrinal y jurisprudencial (Agudelo, 2018).  
Para aplicar este método, como lo explican los autores es necesario reconocer qué compone 
al objeto y describirlo en sus partes. En este caso, es importante saber qué elementos integran 
el estudio y así poder indagar ampliamente.  
En primer lugar, la violencia contra la mujer se compone de lo siguiente: 
(…) un contexto cultural e institucional de discriminación y violencia de género, que 
suele ser acompañado por un conjunto de acciones de extrema violencia y contenido 
deshumanizante, como torturas, mutilaciones, quemaduras, ensañamiento y violencia 
sexual, contra las mujeres y niñas víctimas de este (Bautista, 2019, p.12)  
En segundo lugar, las herramientas jurisdiccionales son un derecho fundamental que debe 
implementar todo Estado en sus funciones teniendo como propósito velar por la calidad de 
vida de los ciudadanos. No obstante, es necesario evidenciar si esto es un elemento que pueda 
considerar como preventivo para la sociedad, lo que solo puede lograrse a partir de la 
comparación de cifras de violencia en contra de la mujer antes y después de la creación del 





1. Prevención del feminicidio en Colombia desde el ámbito penal. 
 
La violencia contra la mujer es una situación que históricamente se ha presentado en la 
sociedad, ahora bien, teniendo en cuenta el crecimiento de las cifras sobre este hecho, se han 
planteado diversas estrategias para prevenir esta situación. Según establece Iribarne (2016) 
el término feminicidio surgió como una adaptación del término inglés “femicide” cuya 
traducción literal sería femicidio.  
Frente a la definición de este término, Lagarde (2006) explica que se considera como 
feminicidio el “asesinato de una mujer perpetrado por un hombre, motivado por su condición 
de mujer” (p.58). Es importante advertir que la denominación de este tipo de crímenes de 
manera específica busca que exista un reconocimiento del hecho en la sociedad precisamente, 
ya que al identificarlo como homicidio no es posible determinar que la víctima es una mujer. 
Precisamente, en el marco de reivindicación de derechos de la mujer se han proferido 
importantes declaraciones en el marco del derecho internacional e interno que tienen como 
objetivo principal la protección de los derechos de las mujeres.  Ejemplo de ello es la 
Convención Sobre Nacionalidad de la Mujer el 26 de diciembre de 1933, proferida por la 
Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (en adelante OEA), que 
establece la prohibición de discriminación basada en el sexo en temas de nacionalidad (Díez, 
2011).  
Posteriormente, en 1952 se profirió la Convención Sobre los Derechos Políticos de la Mujer, 
elemento indispensable en el camino de reivindicación de los derechos de la mujer. Lo 
anterior, teniendo cuenta que se presenta la consolidación del derecho al sufragio para la 
mujer y la designación de algunas funciones públicas, fueron indicadores que lenta pero 
decisivamente mostraron el establecimiento de nuevos valores e inquietudes sociales y 
culturales. 
Estos reconocimientos a la participación de la mujer en distintos ámbitos, como en la política 
colombiana y en el ámbito internacional, como la protección de sus derechos por la 
vulnerabilidad de su condición, le da mayor importancia a la mujer y poder para intervenir 
en las decisiones que le conciernen, en especial en temas de violencia y discriminación 
(Galán, 2016).  
Ocurrido lo anterior, como lo explica Iribarne (2016) en la década de los setenta se vuelve a 
retomar el término “femicide” por el movimiento feminista que relaciona este con la 
misoginia. Posteriormente prosiguen una serie de actividades feministas importantes para la 
reivindicación de los derechos de las mujeres. 
Al respecto, se debe destacar:  
(…) en 1976 la feminista Diana Russell utiliza al testificar en el Tribunal 
Internacional de Crímenes contra Mujeres en Bruselas. No obstante, sería hasta 
finales de la década cuando el término femicidio adquiriría mayor relevancia teórica 
en el ámbito feminista, a raíz de lo que se ha conocido como la masacre de Montreal 
(Iribarne, 2016, p.206).  
Ya en el ámbito colombiano, con la Constitución Política de 1991 se amplían las libertades 
y garantía de los derechos de las mujeres; con la incorporación de derechos estratégicos – 
como la igualdad, la participación ciudadana, la libertad, entre otros reconociendo a estas 
como titulares de estos derechos.  
Adicionalmente, el Estado colombiano suscribe y ratifica la Convención Internacional para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, conocida como Convención de 
Belem Do Para de 1994 mediante la Ley 248 de 1995. Como indica Rodríguez (1996) este 
instrumento es importante en la medida que se propone prevenir, sancionar y erradicar todos 
los tipos de violencia en contra de las mujeres, reconociendo la importancia de que las 
mujeres tengan una vida libre de violencia.  
Ahora bien, es importante indicar que adicional a estas herramientas internacionales 
ratificadas por Colombia, también como respuesta institucional a estos tipos de violencia, se 
encuentra por ejemplo la Ley 1258 de 20072 que en su contenido señala que se considera 
como violencia en contra de la mujer las acciones u omisiones que puedan causar la muerte 
o algún tipo de daño en el ámbito físico, psicológico, patrimonial, entre otros, generados por 
razones de género.  
Pero esta norma no solo tiene un componente obligacional para el Estado sobre la prevención 
y tratamiento de los hechos de violencia en contra de las mujeres y las medidas de atención 
y protección que deben brindarse a las víctimas. Ya que como lo indica Correa (2018) esta 
norma también tiene un componente de derecho punitivo en el cual se contempla como 
agravante de conductas como el homicidio y las lesiones personales dolosas que la víctima 
sea una mujer, y se crea la conducta punible de acoso sexual.  
Es importante advertir que en la legislación penal como tal se encuentran diversas conductas 
punibles que pueden imputarse en el marco de hechos de violencia en contra de la mujer, sin 
que sean exclusivos. Dentro de dichas conductas se encuentran la violencia intrafamiliar, las 
conductas relacionadas con delitos sexuales, entre otras.  
No obstante, con las medidas adoptadas hasta ese momento las cifras de violencia en contra 
de la mujer seguían siendo considerablemente altas, evidenciando que las herramientas de 
prevención no eran efectivas para lograr un cambio en la forma en que se concibe a la mujer, 
ejemplo de lo anterior son las cifras que se muestran a continuación. 
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Figura 1. Casos de violencia intrafamiliar en Colombia 2004-2013. Fuente: Instituto 
Colombiano de Medicina Legal (2014). 
Dentro del análisis realizado por esta entidad, se logra establecer que el mayor porcentaje de 
víctimas de violencia intrafamiliar son mujeres que se encuentran en todos los rangos de 
edad, adicionalmente se reconoce que el (65,58%) corresponde a violencia de pareja, en 
donde en la mayoría de los casos la víctima es la mujer. 
Adicionalmente, se evidencia que diversos homicidios en los cuales las víctimas fueron 
mujeres pudieren estar relacionados con temas de género, por lo cual se evidencia la 
necesidad de crear nuevas estrategias para prevenir y eliminar este tipo de violencia.  
Una de esas estrategias precisamente se enfoca en la creación del tipo penal de feminicidio 
en el ordenamiento jurídico colombiano, como se describe a continuación.  
1.1 Exposición de motivos de la Ley 1761 de 2015: 
Como lo indica Saccomano (2017) los crecientes casos de violencia en contra de la mujer en 
América latina han generado que en los países exista una tendencia respecto de la tipificación 
del feminicidio como tipo penal autónomo, permitiendo de esta forma que se identifiquen de 
manera más concreta este tipo de hechos, y a partir de la documentación de estos casos se 
puedan crear medidas de protección y prevención efectivas.  
Precisamente, sobre este aspecto, se hace énfasis en que “El feminicidio sucede cuando las 
condiciones históricas generan prácticas sociales agresivas y hostiles que atentan contra la 
integridad, el desarrollo, la salud, las libertades y la vida de las mujeres” (Lagarde, 2005, 
p.155). En ese sentido, es claro que se requiere abordar la problemática desde diversas 
disciplinas para lograr ese cambio en las concepciones históricas de la sociedad, no solo 
desde el ámbito punitivo.  
Ahora bien, sobre el tratamiento punitivo de esta clase de conductas relacionadas con temas 
de género, se explica lo siguiente: 
Este tipo de populismo se especializa en el problema de género, a partir de que las 
mujeres han estado en posición de víctimas frente al machismo, por ser violentadas 
con tratos indebidos y ser vistas como inferiores al hombre. Por estas y otras razones 
se puede considerar la acción práctica del populismo en estos casos específicos 
(Hernández, 2019, p.231).  
En el marco de lo anterior, en Colombia a través de la expedición de la Ley 1761 del 6 de 
julio de 2015 se crea el tipo penal autónomo de feminicidio, integrándolo al Código Penal 
colombiano a través de su artículo 104ª, que describe la siguiente conducta que aquella 
persona que cause la muerte a una mujer “por su condición de ser mujer o por motivos de su 
identidad de género” incurrirá en esta conducta punible. 
Adicionalmente, señala que cualquier homicidio cuya victima sea una mujer y se encuentre 
precedido de circunstancias como relaciones familiares, intimas, de convivencia, de trabajo 
entre otras, o por circunstancias de instrumentalización de la mujer debido a su género, o 
amenazas o violencia sobre la víctima.  
Es importante señalar que la exposición de motivos de esta norma como explica Sotomayor 
(2016) se pretendía además de crear un tipo penal autónomo, dar un giro importante en temas 
de política criminal para que se cumplieran con los deberes de diligencia en la investigación 
y el juzgamiento de los responsables de este tipo de hechos.  
Adicionalmente, se presentaron cifras que daban cuenta de la creciente problemática de 
homicidios de mujeres en Colombia, como la siguientes: 
 
Figura 2. Casos de feminicidios en Colombia. Fuente: Proyecto De Ley “Rosa Elvira Cely” 
No. 107 De 2013 – Senado (2013). 
Si bien a primera vista las cifras son alarmantes, dentro de este texto concretamente no se 
realiza una explicación amplia de esta gráfica, no se hace referencia a que variables se 
tuvieron en cuenta para considerar que estos homicidios se perpetraron por razones de 
género, ni se habla del contexto de los hechos como tal.  
La justificación que se esgrime en la exposición de motivos para crear el delito penal 
autónomo se fundamenta en lo siguiente: 
En el Estatuto Penal colombiano existe un vacío en la tipificación adecuada de esta 
conducta, en el análisis del contexto y la valoración justipreciada de las pruebas, razón 
por la cual se oculta el feminicidio como una conducta punitiva que niega la violencia 
sistemática y persistente de que son objeto las mujeres por el hecho serlo, lo que 
compele al Sistema Penal y a sus operadores, a la necesidad de reconocer su gravedad 
por el continuum de violencias que lo genera, para de esa forma contribuir al proceso 
de construcción de una genealogía de las mujeres en materia penal (Congreso de la 
República de Colombia, Senado, Exposición de motivos, Proyecto de Ley “Rosa 
Elvira Cely” No. 107 de 2013).  
Sin embargo, si bien se advierte de un vacío jurídico por no reconocer de manera expresa un 
delito donde las víctimas son mujeres, con el fin de visibilizar la violencia de género, es 
importante advertir que dentro del proyecto de ley no se observa que se prioricen elementos 
de prevención de la violencia, ni que se busque abordar esta compleja problemática que tiene 
un origen social e histórico desde otros ámbitos que permitan que el derecho penal sea el 
último recurso. 
Lo anterior, es observado y analizado por Velandia (2017) quien advierte lo siguiente: 
Al respecto, debe indicarse que no es aceptable que se le dé al derecho penal el efecto 
de búsqueda de atención colectiva sobre un conflicto social en particular, porque ello 
da a entender que la criminalización o el aumento de pena para una conducta se 
sustentan en la necesidad de tal atención, y no porque se hayan agotado las demás 
herramientas extrajurídicas o jurídicas distintas a la penal (p.33).  
Como se señala anteriormente, no es evidente en el proyecto de Ley ni en su exposición de 
motivos las medidas que se tomarán frente a la prevención del hecho, no se establecen rutas 
claras de atención para la protección de mujeres que si bien no han sido víctimas de hechos 
violentos se sienten intimidadas o atemorizadas por ciertos hechos concretos.  
Es importante señalar que el Consejo Superior de política Criminal (2014) sobre este 
proyecto advirtió que no se estaban considerando los principios bajo los cuales se erige el 
derecho penal, y por el contrario se le estaban atribuyendo a estas funciones de 
sensibilización o concientización: 
En tal sentido, debe recordarse que la intervención penal no puede enfocarse en 
finalidades netamente simbólicas y que, a dicho ordenamiento no puede atribuírsele 
fines de visibilización o sensibilización, ya que esto desencadena en los modelos 
penales de ‘seguridad ciudadana’ y de ‘tolerancia cero’, a través de los cuales se 
presenta el Derecho Penal como la única solución posible a los problemas sociales 
bajo el entendido de que la pena ayuda a reforzar el consenso social existente, esto, 
qué duda cabe, contradice los principios de subsidiariedad, fragmentariedad y última 
ratio del Derecho Penal (Consejo Superior de Política Criminal, Estudio al Proyecto 
de Ley 217 de 2014 Cámara – 107 de 2013 Senado).  
Adicionalmente, se enfatiza en las obligaciones de investigación y juzgamiento, pero pasan 
a segundo plano las medidas de prevención, orientación, educación, entre otras que 
permitirían dar al problema una solución integral, como lo ha reconocido la misma Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, al expresar en la sentencia del Caso V.R.P., V.P.C. y 
otros Vs. Nicaragua (2018) que es deber de los Estados adoptar medidas integrales de debida 
diligencia en el marco de la violencia en contra de la mujer, previniendo factores de riesgo 
asociados a estas conductas.  
En este contexto, es importante señalar que la justificación expresada por el Senado dentro 
de la exposición de motivos del proyecto de ley que crea el tipo penal autónomo de 
feminicidio señala lo siguiente: 
Lo anterior exigen de la sociedad y sus instituciones jurídico-políticas, una respuesta 
penal más contundente y adecuada a la gravedad de los hechos de extrema violencia 
que de forma alarmante se acrecienta en muchas regiones en el país, así como la 
adopción de medidas que garanticen el acceso a la justicia y a un recurso judicial 
efectivo. Igualmente se requiere de la adopción de medidas de sensibilización de los 
operadores judiciales en torno al tratamiento diferenciado que se deberá tener en 
cuenta a favor de las víctimas de la violencia feminicida durante el proceso de 
investigación y juzgamiento de los responsables (Congreso de la República de 
Colombia, Senado, Exposición de motivos, Proyecto de Ley “Rosa Elvira Cely” No. 
107 de 2013). 
No obstante, esta consideración podría no ser adecuada con lo que pretende el Proyecto de 
Ley, ya que la creación del tipo penal autónomo no cambia en si la forma ni los términos en 
los que se investiga y se juzga, ni prioriza los casos de violencia intrafamiliar o de género 
para que se desplieguen medidas de protección efectivas que generen una prevención real del 
hecho violento que como consecuencia genera la muerte de una mujer.   
Hechas las apreciaciones anteriores, es importante analizar las cifras que se han presentado 
sobre casos de feminicidio en el territorio colombiano con posterioridad a la entrada en vigor 
de la Ley 1761 de 2015.  
2. Cifras de violencia en contra de la mujer y feminicidios en Colombia periodo 2017 – 
2020. 
Es importante señalar dentro del contexto histórico del tratamiento penal dado a los hechos 
de violencia en contra de la mujer que en vigencia de la Constitución de 1886 que, si bien no 
tenía una carta de derechos tan extensa como la Constitución de 1991, si consagraba la 
importancia de derechos como la vida, integridad, salud, entre otros.  
En esa medida, como lo indican Murillo y Muñoz (2015) en el Código penal de 1980 de 
manera general los hechos violentos en contra de la mujer se tipificaban como lesiones u 
homicidio, considerando algunos agravantes en los casos en los que la víctima tuviese un 
vínculo de consanguinidad o afinidad.  
Posteriormente, con la expedición de la Ley 599 de 2000 que se expide bajo la vigencia de 
la Constitución de 1991 donde la exposición de los derechos fundamentales es mucho más 
amplia, en este Código penal también los hechos de violencia en contra de la mujer se 
tipificaban concretamente bajo las conductas punibles de homicidio incurriendo en una 
circunstancia de agravación punitiva cuando el hecho se cometía por la condición de mujer 
de la víctima que fue un numeral dentro de las circunstancias de agravación adicionado con 
la expedición de la Ley 1257 de 2008 (Correa, 2018).  
Así entonces, estas son las normas que preceden la expedición de la Ley 1761 de 2015, que 
fue sancionada el 6 de julio del año 2015 por el presidente de la República de Colombia y 
entro a regir desde esta fecha.  
En ese orden de ideas, es importante reiterar que dentro de los motivos que llevaron al 
legislador a expedir esta norma son esencialmente la necesidad de visibilizar la gravedad de 
la violencia en contra de la mujer, creando un tipo penal autónomo que realice una 
diferenciación clara sobre la víctima. 
De igual manera, el legislador hace una exposición de las cifras sobre violencia de género y 
la gravedad de la problemática que se viene presentando en Colombia año tras año. Así 
mismo, se menciona la importancia de investigar y juzgar con eficiencia estos hechos, y 
obtener unas estadísticas sobre estos hechos de violencia.  
Sobre la Constitucionalidad de esta norma, la Corte Constitucional señaló lo siguiente en su 
oportunidad: 
 
De acuerdo con lo anterior, la finalidad de la tipificación del feminicidio como delito 
responde a la protección, mediante el derecho penal, de diversos bienes jurídicos más 
allá de la vida de la mujer. Esto constituye una respuesta a condiciones de 
discriminación estructurales que hacen de su homicidio una consecuencia de patrones 
de desigualdad imbuidos en la sociedad. Dichos patrones se manifiestan en diversas 
formas de violencia, que pueden tener un carácter sistemático o no. Esta violencia se 
evidencia tanto en elementos de periodicidad como en tratos que suponen una visión 
de roles de género estereotipados o arraigados en la cultura que posicionan a la mujer 
como un objeto o una propiedad desechable con ciertas funciones que se ven 
inferiores a las del hombre. (Corte Constitucional, Sentencia C-297 de 2016).  
En esa medida la Corte Constitucional considera adecuada la tipificación del feminicidio 
como tipo penal autónomo en la medida que persigue una finalidad constitucionalmente 
valida. No obstante, dentro de esta misma providencia hace énfasis en que esta problemática 
debe ser tratada desde diversos ámbitos como el social, el educativo, el laboral, entre otros.  
Adicionalmente, Suarez (2018) sobre las cifras presentadas en la anualidad de 2016 advierte 
que una mujer fue asesinada cada 3 días en Colombia, conforme a las estadísticas entregadas 
por el Instituto Colombiano de Medicina Legal, lo que evidencia la poca efectividad de las 
medidas tomadas para prevenir este tipo de hechos.  
Posteriormente, sobre las noticias criminales presentadas para el año 2017 sobre el delito de 
feminicidio en Colombia, la Fiscalía colombiana arroja los siguientes datos al respecto: 
 
 
Figura 3. Noticias criminales por feminicidio Colombia 2017. Fuente: Fiscalía General de 
la Nación.  
Para el año 2017 como se observa anteriormente, se presentaron en total 705 noticias 
criminales para el delito de feminicidio, originados la mayoría de ellas en actos urgentes. 
Como se puede evidenciar existe un incremento de 162 noticias criminales respecto de la 
anualidad 2016.  
Si bien, en el año 2017 ya estaba en vigencia la Ley 1761 de 2015 que permitía que se 
imputara el tipo penal de feminicidio, como se observa anteriormente en este año la cifra 
incremento, por lo cual se evidencia que no fue un factor de prevención que estuviera en 
aplicación esta norma.  
Ahora bien, como lo indica Flores (2017) se debe reconocer que el seguimiento de estos casos 
puntuales desde la expedición de la Ley se ha incrementado de manera importante, hoy se 
documentan estadísticamente estos hechos por la prensa y organizaciones de mujeres lo que 
es útil para evidenciar el comportamiento de estos hechos.  
Dicho esto, a continuación, se presenta la gráfica de las noticias criminales sobre feminicidio 
generada para la vigencia 2018: 
 
Figura 4. Noticias criminales por feminicidio Colombia 2018. Fuente: Fiscalía General de 
la Nación (2021).  
Para la vigencia 2018 se iniciaron un total de 774 noticias criminales por feminicidio, 
nuevamente el 71.7% de estas se originó en actos urgentes y se presentó nuevamente un 
incremento en el número de estas. Concretamente se iniciaron 231 noticias más que en 2016 
y 69 más que la vigencia 2017. 
Sobre este aspecto, la organización feminista “Red Feminista Antimilitarista” documento 
para este año un total de 688 feminicidios en el país, que se distribuyeron de la siguiente 
manera en el territorio nacional, si bien existe una diferencia en las noticias criminales es 
importante anotar que el feminicidio en grado de tentativa no se documentó en las cifras 
presentadas a continuación.  
 
Figura 5. Feminicidios documentados en 2018. Fuente: Red Feminista Antimilitarista 
(2019) 
Como se observa en los departamentos donde se evidencia que existe mayor número de 
feminicidios son Antioquia y Valle del Cauca superando para el año 2019 los 100 casos. De 
igual manera puede ver que en departamentos como Vichada, Vaupés, Guaviare no se 
documentan este tipo de actos, situación en la que valdría la pena ahondar para establecer si 
no existen denuncias por estos hechos o en realidad no se presentan.  
A continuación, se evidencian el número de noticias criminales que se presentaron para el 
año 2019 conforme a la información de la Fiscalía: 
 
 
Figura 6. Noticias criminales por feminicidio Colombia 2019. Fuente: Fiscalía General de 
la Nación (2021). 
En el año 2019 aumentaron significativamente el número de noticias criminales por 
feminicidio iniciados por la Fiscalía General de la Nación siendo en total 1.044 casos. 
Notoriamente esto supone un incremento notorio frente a los años anteriores.  
Lo anterior puede presentarse a causa de una inclinación respecto de la imputación de este 
tipo penal, aun cuando el homicidio causado a la mujer este motivado por causas distintas a 
su género, que no terminan como tal en una condena. Esto teniendo en cuenta las cifras que 
documentan organizaciones feministas como la Red Feminista Antimilitarista que respecto 
de los feminicidios cometidos en 2019 revela las siguientes cifras: 
 
Figura 5. Feminicidios documentados en 2019. Fuente: Red Feminista Antimilitarista 
(2020). 
Como se logra evidenciar los departamentos con mayor número de casos de feminicidio son 
Antioquia y Valle del Cauca, y para el año 2019 ya se documentan este tipo de hechos en el 
departamento del Guaviare que para 2018 no presentó este tipo de casos. No obstante, el 
número total es de 571, que es aproximadamente el 50% de las noticias criminales que se 
iniciaron por este tipo penal.  
En el año 2020 existen una serie de particularidades que tienen incidencia en el tema y es el 
inicio de los casos detectados de Covid 19 en Colombia que generaron que la mayoría de las 
empresas decidieran enviar a sus colaboradores a trabajar desde sus casas. Generando una 
obligatoriedad de convivencia por mucho más tiempo al interior del núcleo familiar.  
Para el año 2020, la Fiscalía presenta las siguientes cifras sobre noticias criminales iniciadas 
por feminicidio.  
 
Figura 6. Noticias criminales por feminicidio Colombia 2019. Fuente: Fiscalía General de 
la Nación (2021). 
En total para la vigencia 2020 se iniciaron en total 816 noticias criminales por feminicidio, 
originadas en su mayor parte por actos urgentes, seguido de aquellas iniciadas de oficio. Si 
bien existe una disminución respecto de año anterior, sigue siendo un número considerable.  
 
Figura 7. Feminicidios documentados en 2020. Fuente: Red Feminista Antimilitarista 
(2021). 
Respecto de la documentación de casos por parte de organizaciones feministas, la Red 
Feminista Antimilitarista (2021) presenta estadísticas que hacen referencia a un total de 630 
feminicidios acaecidos en el año 2020, siendo nuevamente los departamentos donde más se 
presentan estos casos Antioquia y Valle de Cauca, y nuevamente en departamentos que se 
presentaban 0 casos se comienzan a documentar este tipo de conductas como es el caso de 
Vichada.  
Presentadas las cifras anteriores, a continuación, se evaluará si la creación del tipo penal 
autónomo de feminicidio y la pena que se ha impuesto a la misma ha servido en Colombia 
como un elemento de prevención de esta conducta punible. 
3. La creación del tipo penal de feminicidio como elemento de prevención de la 
violencia en contra de la mujer. 
En Colombia se ha evidenciado que parte de la respuesta institucional a la violencia en contra 
de la mujer ha sido el principio el aumento de penas en estos casos concreto o la creación de 
tipos penales autónomos como el feminicidio, si bien en alguna medida se podría pensar que 
la pena impuesta a estos actos podría cumplir una advertencia para que baje el índice del 
delito, la realidad es que no se están tratando las causas de la problemática.  
La utilización del derecho penal en estos casos es insuficiente, como lo advierte Velandia 
(2017): 
Lo anterior podría llevar a pensar que el derecho penal debería estar desacreditado, 
pero es todo lo contrario: a pesar de su probada y notoria ineficacia, goza de una 
inusitada fama como instrumento de primer orden para hacer frente a cualquier clase 
de conflicto social, y el caso colombiano no es la excepción. De ello es de lo que se 
ocupa este trabajo: el uso del derecho penal para solucionar toda clase de conflictos 
sociales (p.12).  
Dicho esto, es importante describir aquellas teorías sobre la función preventiva de la pena 
para determinar posteriormente si esta se ha materializado en el caso concreto de los 
feminicidios en Colombia.  
Como lo señalan Guzmán y Rodríguez (2008) la construcción de la política criminal en los 
últimos años considera que la prevención es un elemento fundamental, en ese orden de ideas 
considera que la pena impuesta a una conducta podría persuadir a un individuo para que no 
incurra en esta.  
Sobre este tema puntual Von Liszt (1882) citado por Meini (2013) sostenía en su momento 
que la pena logra coaccionar a un individuo para que no incurra en la comisión de un delito, 
es decir que la pena logra disuadir a una persona que tiene algún tipo de motivación para 
cometer un delito.  
Sin embargo, lo anterior no puede predicarse en todas las sociedades, ni en el caso de todos 
los delitos ya que ello requiere un análisis mucho más profundo que considere las 
motivaciones del individuo para cometer la conducta punible.  
Precisamente Muñoz, & Rodríguez, (2009) refieren que la pena tiene una serie de funciones 
como corregir a quien ya ha incurrido en la conducta, intimidar a aquel que no ha incurrido 
en la misma o inocuizar a aquel que es incapaz de resocializarse o corregirse.  
Puig (1982) analiza la teoría de la prevención de la pena de la siguiente manera: 
Se llega, así, al modelo de un Derecho penal entendido al servicio de la función de 
prevención, aunque limitada esta por las ideas de proporcionalidad y/o culpabilidad. 
La fórmula, sintética como la de Estado social y democrático de Derecho y coherente 
con esta, pretende conciliar la necesidad de protección de la sociedad a través de la 
prevención jurídico-penal, por una parte, y la conveniencia de someter dicha 
intervención preventiva a ciertos límites, derivados en parte de la consideración del 
individuo y no solo de la colectividad (p.50). 
Es decir que el Estado está en obligación de mantener el orden social y jurídico dentro de la 
sociedad, por lo que las penas representan una amenaza para un potencial delincuente. Duran 
(2017) por su parte analiza dicha teoría explicando que la prevención general como función 
de la pena tiene que considerar aspectos socioculturales preventivos y garantistas que van 
más allá del tradicional castigo, es decir la pena no puede considerarse únicamente como 
represiva.  
Es importante señalar que el derecho penal no es el mecanismo idóneo para intervenir 
problemáticas estructurales como la violencia de género, no obstante, es claro que la finalidad 
de la pena se relaciona concretamente con los estudios y la política criminal definida por el 
Estado, y en Colombia el derecho penal no es propiamente el último recurso.  
 
 
3.2 Comparativo de las cifras de feminicidio en Colombia periodo 2017 - 2020: 
El análisis de las cifras de feminicidio en el periodo 2017 – 2020 evidencia que la aplicación 
del tipo penal de feminicidio por sí solo no es una herramienta de prevención de esta conducta 
en la sociedad, sobre las cifras de noticias criminales que se presentaron sobre este hecho por 
año se observa lo siguiente: 
 
 
Figura 8. Noticias criminales por feminicidio Colombia 2017 - 2020. Fuente: Elaboración 
propia de datos tomados de la Fiscalía General de la Nación (2021).  
Como se evidencia en la gráfica anterior, no existe una tendencia de disminución de las 
noticias criminales que se abren por feminicidio, por el contrario, para el año 2019 hubo un 
notorio incremento de estas. De modo que a simple vista podría inferirse que la creación del 
tipo penal autónomo y su pena prevista por el legislador de doscientos cincuenta (250) meses 
a quinientos (500) meses, no es un hecho que haya disminuido las conductas de violencia en 
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No obstante, a fin de identificar cuantas de estas noticias criminales que se abrieron por año 
terminaron en una condena es necesario hacer un análisis del estado de cada una de estas, 
para lo cual se presenta la siguiente gráfica. 
 
Figura 9.  Noticias criminales por feminicidio Colombia 2017 - 2020. Fuente: Elaboración 
propia de datos tomados de la Fiscalía General de la Nación (2021).  
Respecto de lo que muestra la gráfica, el análisis de los datos indica que de las 705 noticias 
criminales que se abrieron en la vigencia 2017, se encuentran en ejecución de penas 452 
casos. Respecto de los casos presentados en 2018 que fueron en total 774 se encuentran en 
fase de ejecución de penas 416, un número menor que los que están en esta fase para el año 
2017, pese a que en 2018 se presentaron un número mayor de noticias criminales.  
Respecto de los datos del año 2019 se evidencia que de las 1044 noticias criminales que se 
abrieron por feminicidio, llegaron a la fase de ejecución de penas a la fecha un total de 319, 
esto puede ocurrir en parte por el tiempo en total que tarda un caso en la jurisdicción penal 
desde su inicio hasta su fin. Por último, de las 816 noticias criminales que se fueron abiertas 




Para concluir el presente artículo de reflexión es importante señalar que la violencia en contra 
de la mujer en Colombia no es una problemática actual, por el contrario, la hemos encontrado 
a lo largo de los años, es lo que se logra evidenciar precisamente en las cifras recogidas en el 
presente estudio. En ese sentido, es importante señalar que hasta el momento el tratamiento 
que se ha dado a esta problemática social por parte del Estado colombiano no refleja una 
disminución en estos hechos, ya que no se ha logrado que se tenga en cuenta la articulación 
entre los diferentes actores que pueden intervenir con acciones eficaces frente a una política 
criminal clara y eficiente, teniendo la participación de antropólogos, sociólogos, psicólogos, 
abogados entre otras ciencias.  
Acorde con lo anterior, tal y como queda demostrado con el presente artículo la iniciativa del 
legislador de crear un tipo penal autónomo de feminicidio no ha generado una disminución 
de estos hechos, y en ese sentido no ha brindado una solución como se planteó al momento 
de su expedición; debemos ser conscientes, que la problemática se debería abordar en nuestra 
sociedad, desde la educación básica, enfatizando en los valores de las mujeres y el respeto 
por las mismas, buscando conseguir un cambio en las sociedades, en la crianza tanto de las 
niñas como de los niños, buscando a futuro a partir de los estudios y las estrategias planteadas 
contrarrestar en el tiempo un fenómeno como el feminicidio.  
Frente a lo anterior, es esencial advertir que esta Ley no tuvo en cuenta el estudio realizado 
por el Consejo Superior de Política Criminal que puso en evidencia las falencias de la Ley 
1761 de 2015 que adjudicó al derecho penal unas finalidades que este no tiene, como la de 
sensibilizar a la sociedad sobre la problemática de violencia en contra de la mujer.  
De igual manera, como ya se indicó, no se profundizó en estudios de tipo sociológico, 
antropológico y académico que hubiesen explorado las causas de la violencia en contra de la 
mujer en Colombia, y las características de estos hechos violentos en cada una de las regiones 
de Colombia, siendo esencial reconocer que las dinámicas sociales en el territorio 
colombiano son notoriamente diferentes.  
En este mismo ámbito, no se trata en ningún apartado de la norma sobre la importancia de 
abordar este tema desde el ámbito educativo, para cambiar concepciones patriarcales 
arraigadas en las estructuras familiares, es decir no hay un enfoque del legislador en tratar 
las causas de la violencia de género, sino en visibilizar su sanción, en ese sentido no es posible 
hablar de que el legislador se enfocó en la prevención.  
Es claro que el derecho penal no puede considerarse como una herramienta efectiva para 
tratar una problemática tan grave como la violencia en contra de la mujer en Colombia, más 
allá de pensar en aumento de penas o creación de tipos penales autónomos es necesario a 
partir de estudios identificar las causas, y desde el ámbito social, educativo y familiar diseñar 
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